
SECCIÓN A: DATOS GENERALES 

1 Nombre de la opinión consultiva Compatibilidad de un proyecto de ley con el artículo 8.2.h. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

2 Solicitante Gobierno de la República de Costa Rica 

3 Fecha de la solicitud 22 de febrero de 1991 

4 Fecha de la opinión consultiva 6 de diciembre de 1991 

5 Preguntas formuladas 

¿La Creación de un Tribunal de Casación Penal, como las reformas propuestas; se adecuan a lo dispuesto por el artículo 8.2 h), 
respondiendo al contenido de “derecho de recurrir del fallo ante Juez o Tribunal Superior”?, En el mismo Artículo 8.2 h), de la 
Convención Interamericana de Derechos Humanos se hace referencia únicamente al término:  “delitos”. ¿Qué posición se debe seguir 
con respecto a las contravenciones? 

6 Amicus curiae presentados No se consigna 

7 Palabras claves (3 a 6 palabras) Competencia consultiva, jurisdicción contenciosa 

8 Campo multimedia  

9 
Disposiciones 
interpretadas  

CADH Artículo 8.2.h - Derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior 

Otros tratados 
interamericanos 

No se consigna 

Otros 
instrumentos 
internacionales  

No se consigna 

SECCIÓN B: DESARROLLO DE LA OPINIÓN 

1. Competencia y admisibilidad 

15. En sus observaciones sobre la presente solicitud de opinión consultiva, el Gobierno del Uruguay sostiene que la Corte carece de competencia para absolver la consulta debido a 
que un proyecto de ley no es una “ley interna” en el sentido del artículo 64.2 de la Convención, tal como esa expresión ha sido interpretada por la Corte en su Opinión Consultiva “La 
expresión ‘leyes’ [en el artículo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-6/86 del 9 de mayo de 1986. Serie A No. 6] 
 
18. Esa Opinión Consultiva [“La expresión ‘leyes’ en el artículo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-6/86 del 9 de mayo de 1986. Serie A 
No. 6] y la definición de ley que la Corte dio en esa oportunidad se refieren, entonces, solamente al artículo 30 de la Convención Americana y no pueden ser trasladadas, sin más, al 
artículo 64.2 de esa Convención.  El argumento del Uruguay no basta, por consiguiente, para rechazar la presente solicitud. 
 
20. La Corte consideró (…) que, como el propósito de su competencia consultiva es el de “ayudar a los Estados y órganos a cumplir y a aplicar tratados en materia de derechos 
humanos, sin someterlos al formalismo y al sistema de sanciones que caracteriza el proceso contencioso” (…) abstenerse [. . .] de atender la solicitud de un Gobierno porque se trate 
de ‘proyectos de ley’ y no de leyes formadas y en vigor, podría, en algunos casos, equivaler a forzar a dicho Gobierno a la violación de la Convención, mediante la adopción formal y 
posiblemente la aplicación de la medida legislativa, para luego acudir a la Corte en busca de la opinión (…). 
 
22. Fueron las consideraciones antecedentes las que llevaron a la Corte, en esa ocasión, a absolver la consulta formulada y a decidir que, en determinadas circunstancias, la Corte, en 



ejercicio de la facultad contemplada en el artículo 64.2 puede contestar consultas sobre compatibilidad entre “proyectos de ley” y la Convención. 
 
23. (…) la Corte ha señalado la inadmisibilidad de toda solicitud de consulta que conduzca a desvirtuar la jurisdicción contenciosa de la Corte o, en general, a debilitar o alterar el 
sistema previsto por la Convención, de manera que puedan verse menoscabados los derechos de las víctimas de eventuales violaciones de los derechos humanos (…) 
 
28. La Corte entiende que una respuesta a las preguntas de Costa Rica, que podría traer como resultado una solución de manera encubierta, por la vía de la opinión consultiva, de 
asuntos litigiosos aún no sometidos a consideración de la Corte, sin que las víctimas tengan oportunidad en el proceso, distorsionaría el sistema de la Convención.  El procedimiento 
contencioso es, por definición, una oportunidad en la que los asuntos son discutidos y confrontados de una manera mucho más directa que en el proceso consultivo, de lo cual no se 
puede privar a los individuos que no participan en éste.  Los individuos son representados en el proceso contencioso ante la Corte por la Comisión, cuyos intereses pueden ser de otro 
orden en el proceso consultivo. 
 
29. Si bien, aparentemente, el proyecto de ley tiende a corregir para el futuro los problemas que generaron las peticiones contra Costa Rica actualmente ante la Comisión, un 
pronunciamiento de la Corte podría, eventualmente, interferir en casos que deberían concluir su procedimiento ante la Comisión en los términos ordenados por la Convención (…). 
 
30. Todo lo anterior indica claramente que nos encontramos frente a uno de aquellos eventos en los cuales, por cuanto podría desvirtuarse la jurisdicción contenciosa y verse 
menoscabados los derechos humanos de quienes han formulado peticiones ante la Comisión, la Corte debe hacer uso de su facultad de no responder una consulta. 

2. Análisis de fondo 

No se consigna 

3. Opinión 

LA CORTE 
 
por unanimidad, 
 
decide no responder la consulta formulada por el Gobierno de Costa Rica. 

 


